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El reto que encara México en cuanto a la tortura es de enormes dimen-
siones. Su generalización, persistencia e impunidad es uno de los principales fac-
tores que componen la grave crisis de derechos humanos que vive nuestro país 
y que ha sido reconocida por las más altas instancias internacionales en el tema. 

Lamentablemente, la tortura se ha instalado como parte del sistema de justi-
cia mexicano al ser utilizada sin castigo por las fuerzas de seguridad como parte 
de sus técnicas habituales de investigación.

En mayo de 2014, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Tortura, 
Juan Méndez, confirmó que la tortura en México es generalizada, que ocurre 
especialmente desde la detención y hasta la puesta a disposición de las y los 
detenidos. El Relator expresó su preocupación respecto del uso de la violencia 
sexual como tortura, además de señalar las vulneraciones que sufren grupos 
específicos, como las personas indígenas y las migrantes. 

Sin embargo, la impunidad es la regla. A pesar de los miles de casos que se 
denuncian anualmente1, entre los años 2005 y 2013 solamente se emitieron dos 
sentencias firmes por tortura.

La reacción del Estado ha sido la de negar las dimensiones del fenómeno, 
desacreditar a las y los expertos que lo han señalado y ralentizar los esfuerzos 
por erradicarla. Apenas en junio de 2017 fue promulgada la Ley General contra la 
Tortura, después de al menos dos años de una intensa presión y trabajo de orga-
nizaciones de la sociedad civil y sobrevivientes y tras enfrentar la resistencia de 
una parte de los actores del sistema de justicia. 

El Nuevo Sistema de Justicia Penal y la nueva ley general buscan reducir 
la incidencia del patrón detención arbitraria-tortura-producción de pruebas 
ilícitas-proceso penal-condena a la víctima, además de la impunidad en la que 
se mantiene el fenómeno2. Sin embargo, es indispensable transformar tanto 
prácticas como diseños institucionales que permitan y propicien la prevalencia 
de la tortura. 

En este número de DeFondho nos aproximamos a los avances y herramientas 
que se han logrado para el combate contra la tortura y exponemos los retos que 
debemos encarar, esperando que sea útil para lograr una mejor justicia para 
todos y todas.

Mario Patrón Sánchez
Director del Centro Prodh

Editorial | Tortura: el reto continúa

Foto: Centro Prodh

Entrega del segundo informe del giei
en la Normal de Ayotzinapa, 2016.

Foto: Centro Prodh

1. En 2014, la pgr tuvo conocimiento de más de 2 mil casos de presunta tortura contra personas consig-
nadas penalmente; en el fuero común se procesa a cuatro veces más personas que en el federal, con lo 
cual se llegaría a una cifra estimada de 10 mil casos anuales contra personas consignadas. 

2. Según datos dados a conocer por la pgr, entre 2006 y 2013 inició mil 319 averiguaciones previas por 
este delito, pero solamente consignó 12 de ellas.
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Los rostros de los sobrevivientes*

ángel amílcar colón quevedo

11 sobrevivientes de tortura sexual en atenco

martha alicia camacho loaiza
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denise blanco, korina utrera
y charly hernández

claudia medina tamariz

campesinos ecologistas
teodoro cabrera y rodolfo montiel
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La historia de Taylín bien puede ser la de cien-
tos de mujeres que actualmente se encuentran en las 
cárceles. Ella fue detenida ilegalmente en la Ciudad 
de México la madrugada del 7 de febrero de 2014.

“Me quitaron la ropa y me tocaron. Un hombre se 
puso encima de mí en la cama, con golpes, sentía sus 
manos en mi pecho. Me decía, ‘puta’, pinche ‘cerda’”, 
narró Taylín a Amnistía Internacional1. “Mi esposo gritó: 
‘no le peguen, está embarazada’, pero no les importó”.

Taylín, a quien en ningún momento se le explica-
ron los motivos de su detención, fue trasladada a ins-
talaciones policiales donde fue golpeada, amenazada, 
insultada y torturada sexualmente con la finalidad 
de que se inculpara y de que involucrase a otras per-
sonas en la comisión del delito de secuestro.

“Me rehusé a firmar, entonces un hombre ame-
nazó con herir a mis niños. Lo miré a los ojos y le dije 
‘Mis hijos están seguros porque están con dios’, y me 
respondió: ‘Después de todo esto, ¿sigues creyendo 
en dios?’”, relató.

En agosto de 2017, el Quinto Tribunal Colegiado 
en Materia Penal revisó un amparo interpuesto por 
Taylín contra su auto de formal prisión y declaró que 
se violó su derecho al debido proceso. Se eliminaron 
dos pruebas en su contra por ilícitas y se ordenó 
investigar la tortura. A pesar de que una prueba ilíci-
ta más quedó en pie, el cumplimiento de la sentencia 
fortalecerá la búsqueda de justicia de Taylín a fin de 
recuperar su libertad.

“No se puede describir el dolor que uno siente al 
saber todo lo que mi hija pasó”, confesó a Univisión2 
María Wang, la madre de Taylín, quien viajó desde 

Víctima de detención arbitraria y sobreviviente de tortura sexual, la peruana Narda Taylín 
Clotet Wang se encuentra en el Centro Femenil de Reinserción Social de Tepepan, en la 
Ciudad de México, mientras espera que alguna autoridad judicial, en consonancia con  
la legislación mexicana y los tratados internacionales que México ha ratificado, excluya las 
pruebas ilícitas que sustentan el auto de formal prisión que la mantiene presa.

Perú para hacerse cargo de sus nietos y luchar por 
demostrar la inocencia de su hija.

Preocupación internacional 

La Oficina en México del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, recono-
ciendo el carácter paradigmático del caso, ha realiza-
do varias visitas al penal para entrevistarse con Taylín. 
Además, su caso fue documentado por Amnistía 
Internacional en el Informe Sobrevivir a la Muerte: 
Tortura de Mujeres por Policías y Fuerzas Armadas 
en México. En 2017 Taylín se incorporó a la campaña 

“Rompiendo el Silencio. Todas juntas contra la tortura 
sexual”, impulsada por las mujeres de Atenco.

El 14 de febrero de 2017, Human Rights Watch publi-
có el artículo "El alto costo de la tortura en México", en 
el que da cuenta de la generalización de esta práctica 
en México y aborda el caso de Taylín para ejemplificarlo.

María, la madre de Taylín, ha pedido que el acce-
so a la justicia sea para todas las víctimas. Así, una 
decisión judicial que llevara a liberación de Taylín 
representaría la oportunidad no sólo de restituir sus 
derechos, sino la de refrendar el rechazo a la tortura 
como medio de investigación.

Mujer, torturada, presa: el caso 
paradigmático de Taylín Clotet

1. Penman, Madeleine. "La epidemia de tortura en México: 'Vi 
que me salían grandes coágulos de sangre'". Octubre de 2015. 
Disponible en http://bit.ly/2j1bHcr

2. Hernández Hormilla, Helen. “'Me dieron descargas eléctricas, 
salsa picante en las fosas nasales': Hablan las víctimas de la tortura 
en México". 02 de abril de 2017. Disponible en http://bit.ly/2gITLTo
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Al concluir su visita oficial a México en 2014, 
el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la 
tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, Juan E. Méndez, confirmó que la tortu-
ra sigue siendo generalizada y practicada a todos los 
niveles por fuerzas civiles y militares. En particular, 
el experto encontró que “el uso de la tortura y los 
malos tratos aparecen excesivamente relacionados 
a la obtención forzada de confesiones” y “nota con 
preocupación el elevado número de alegaciones 
relacionadas con la fabricación de pruebas y la falsa 
incriminación de personas como consecuencia del 
uso de la tortura y los malos tratos”.1 

Los métodos utilizados para generar pruebas ilícitas 
en nuestro país obedecen a la centralidad de pruebas 

El 17 de agosto de 2017, el Centro Prodh, el Instituto Mexicano de Derechos Humanos 
y Democracia (imdhd) y el Programa de Derechos Humanos de la Universidad 
Iberoamericana Ciudad de México presentaron el informe Del papel a la práctica: la 
aplicación de las reformas constitucionales en el sistema de justicia 2011-2016, en el 
que se analiza la aplicación de las reformas en materia de derechos humanos, penal 
y amparo a través del monitoreo de sentencias judiciales, entre otros aspectos. En 
el presente artículo utilizamos hallazgos del mencionado informe enfocados en 
la exclusión de las pruebas ilícitas. El documento completo se puede consultar en 
monitoreodh.ibero.mx

testimoniales en los procesos penales. Tan es así que el 
Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes 
(giei), nombrado por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (cidh) para proporcionar asisten-
cia técnica al Estado mexicano tras la desaparición 
forzada y otras graves violaciones cometidas contra 
los estudiantes de Ayotzinapa en 2014, identificó la pre-
ponderancia de las pruebas testimoniales como una 
de las fallas estructurales que hay que corregir para 
combatir la impunidad a nivel nacional.2

La obtención de pruebas bajo tortura signifi-
ca una doble injusticia: para la víctima de tortura y 
su familia y para la víctima del delito, pues éste se 
imputa a la persona procesada con base en pruebas 
inadmisibles y, en muchos casos, falsas. El resultado 
es la impunidad derivada de esta falta de técnicas 
de investigación, obtención de pruebas confiables y 

Exclusión de las pruebas 
ilícitas, fundamental contra 
la tortura, la impunidad y la 

fabricación de culpables 

1. Conclusiones Preliminares, Visita a México del Relator Especial de 
Naciones Unidas sobre la tortura y otros tratos crueles, inhumanos 
o degradantes, Juan E. Méndez, Abril 21-Mayo 2 2014. Disponible en 
http://bit.ly/2y2ZEki

2. giei, Informe Ayotzinapa II. Avance y nuevas conclusiones, 2016, 
pp. 582-583. Disponible en http://bit.ly/2xl82bi
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construcción de una teoría lógica del caso. En diver-
sos casos registrados por nuestras organizaciones, 
las víctimas de tortura han sido coaccionadas para 
implicarse en una serie de delitos diferentes (per-
mitiendo a la procuraduría correspondiente cerrar 
diversos expedientes al mismo tiempo), lo que brin-
da impunidad a un número indeterminado de delin-
cuentes a partir de un solo caso de fabricación de 
pruebas. Prácticas como ésta no dejan dudas acerca 
de la urgencia de transitar del uso de pruebas obteni-
das mediante coacción a la investigación real de los 
delitos denunciados por la ciudadanía.

Para darnos una idea del camino que hay que 
recorrer para garantizar la exclusión de toda prueba 
obtenida bajo tortura, resulta relevante el reciente 
estudio realizado por un conjunto de organizaciones y 
universidades ¿Cómo se juzga en el Estado de México?, 
en el que, a partir de la revisión de una muestra repre-
sentativa de 1 145 expedientes en el nuevo sistema 
penal en el Estado de México, se encontró que en los 
casos (de los años 2010 a 2014) en los que aparecieron 
lesiones que sugerían tortura en los certificados de los 
médicos legistas, solamente en el 2.6% la autoridad 
judicial excluyó alguna prueba.3

Actualmente, tanto la Constitución reforma-
da como la jurisprudencia mexicana reconocen la 
obligación de excluir las pruebas que sean obteni-
das violando derechos humanos, la cual también 
se erige como principio del nuevo sistema penal: 
la Constitución reformada en 2008 dispone en su 
artículo 20, apartado A, fracción IX, que: “Cualquier 
prueba obtenida con violación de derechos funda-
mentales será nula”.

Sin embargo, nuestro monitoreo de 100 senten-
cias judiciales dictadas entre 2011 y 2016 muestra 
que tales estándares con frecuencia no se aplican 
en la práctica.

En 25 sentencias penales de la muestra, la perso-
na acusada señala que fue víctima de coacción que 
podría calificarse como tortura. Ante tales alegacio-
nes (que generalmente se ven disminuidas en nues-
tra muestra al contrastar entre el sistema inquisitivo/

mixto y el sistema acusatorio, ocurriendo menos 
en el segundo), algunas autoridades judiciales rea-
lizaron un ejercicio de exclusión de pruebas ilícitas. 
Así, en 7 sentencias se excluyeron todas las pruebas 
impugnadas por haber sido obtenidas bajo tortura a 
la persona acusada. Sin embargo, generalmente esto 
no ocurrió en primera instancia.4

A diferencia de estos ejemplos de exclusión de la 
prueba, la mayoría de las personas que denunciaron 
tortura se enfrentaron a la aplicación de criterios y 
prácticas incompatibles con el marco constitucio-
nal actual. En 14 casos, la autoridad judicial admi-
tió o validó la admisión de una o más pruebas que 
la defensa alegó fueron obtenidas bajo tortura, sin 
seguir los pasos derivados del derecho internacional 
y los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (scjn) en cuanto al esclarecimiento de la tor-
tura como violación a derechos humanos.

En 4 casos, la autoridad judicial aplicó el criterio 
de “inmediatez procesal” (es decir, argumentó que 
las primeras declaraciones de una persona eran 
más creíbles que las declaraciones posteriores, por 
el simple hecho de ser primeras en el tiempo) para 
dar valor a declaraciones impugnadas por presunta-
mente haber sido obtenidas bajo tortura. En 14 casos, 
la autoridad judicial otorgó valor probatorio a una o 
más declaraciones retractadas y en 10 casos la resolu-
ción se sustentó en declaraciones aportadas ante el 
órgano acusador, pero no reproducidas en el proceso 
penal. Dicha situación no ocurrió en sentencias dicta-
das en juicio oral en el nuevo sistema penal.

Conclusión

Los hallazgos de nuestro estudio son solamente un 
elemento entre otros muchos documentados por la 
sociedad civil, los órganos internacionales y los ins-
titutos académicos, que nos recuerdan que México 
necesita urgentemente reemplazar la fabricación de 
pruebas bajo tortura con técnicas lógicas y científi-
cas de investigación penal. Ésta tendrá que ser una 
prioridad en la presente etapa de consolidación del 
nuevo sistema de justicia penal, si el Estado mexica-
no efectivamente se encamina a superar la crisis de 
violaciones a derechos humanos y de impunidad que 
vive actualmente.

4. El primer grado en el que se juzgan los casos.

3. fondevila, Gustavo, et.al. ¿Cómo se juzga en el Estado de 
México?: una radiografía de la operación del sistema de justi-
cia penal acusatorio (2016), Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (cide) y México Evalúa, Centro de Análisis y Políticas 
Públicas, A.C., p. 19. Disponible en: http://bit.ly/2yKPUZu
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De las cien sentencias analizadas en el informe Del papel a la práctica: la aplicación de las 
reformas constitucionales en el sistema de justicia 2011-2016, en lo que respecta a pruebas 
obtenidas ilícitamente (por tortura o detención arbitraria), encontramos que:

En la mayoría de las sentencias en las que la defensa alegó la obtención de pruebas ilícitas, 
se admitieron y valoraron todas o algunas de éstas sin esclarecer los orígenes de la prueba. 

El Nuevo Sistema de Justicia Penal (nsjp) reduce la posibilidad de introducir ciertas pruebas 
ilícitas al proceso.

¿Qué pasa con las pruebas 
obtenidas bajo tortura en México?

8 | DEFONDHO
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El contenido de la nueva ley, producto de un 
proceso en el que participaron activamente nume-
rosas organizaciones de la sociedad civil, incorpora 
explícitamente diversos estándares internaciona-
les y corrige varias deficiencias de las legislaciones 
anteriores. Así, en la medida en que las diversas 
autoridades acaten este nuevo marco legislativo, se 
tomará una oportunidad histórica para avanzar de 
manera más eficaz y decidida en el combate a la tor-
tura y los malos tratos en el país. 

Los temas clave

Antes de contar con esta ley general, la tortura ya se 
encontraba prohibida en México. Sin embargo, esta 
prohibición se traducía en tipificaciones distintas y 
generalmente deficientes en cada una de las entida-
des federativas y a nivel federal. En particular, en diver-
sos códigos penales y leyes estatales no se reconocía 
que la tortura se puede cometer con cualquier fin.

La nueva legislación supera la falta de homologa-
ción de la definición de la tortura, pues al ser una ley 
general es de aplicación obligatoria en todo el país y 
a todos los niveles. Por otro lado, avanza de manera 
significativa al retomar estándares internacionales 
en la tipificación del delito, en particular reconocien-
do que no existe una lista limitativa o cerrada de 
posibles fines de un acto de tortura.

El pasado 26 de junio de 2017 –Día Internacional en Apoyo de las Víctimas de 
la Tortura–, y tras años de empuje por parte de organizaciones de la sociedad 
civil y académicos, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la nueva Ley 
General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes1.

La ley también establece que el delito de tortura 
es imprescriptible; que no se puede justificar con la 
excusa de actuar en acatamiento de órdenes o ins-
trucciones de un superior; que no se puede cometer 
invocando circunstancias excepcionales como gue-
rra, conflicto interno o suspensión de derechos; y que 
no se pueden aplicar inmunidades, indultos, amnis-
tías y figuras análogas para evitar sancionar el deli-
to. Todas estas disposiciones reflejan la prohibición 
absoluta de la tortura.

Por otra parte, al prohibir entregar, extraditar, 
expulsar, deportar o devolver a otro Estado a cual-
quier persona cuando haya razones fundadas para 
suponer que estaría en peligro de ser sometida a 
actos de tortura, la ley general refuerza la obligación 
conocida a nivel internacional como non-refoule-
ment2. Esto deberá ser una consideración primordial 
en cualquier decisión tomada frente a las solicitu-
des de asilo o protección que realicen las personas 
extranjeras que se encuentren en territorio mexica-
no; debemos recordar que, desafortunadamente, un 
número importante de ellas se enfrentan a persecu-
ción y violencia en sus países de origen.

Otro de los temas relevantes en el combate a la 
tortura es el deber de excluir de los procesos pena-
les cualquier prueba obtenida mediante esta grave 
violación a derechos humanos. Hasta ahora, el uso 

Los retos de una Ley General 
contra la Tortura de avanzada

1. Disponible en http://bit.ly/2sdPEyH
2. "No devolución". Diccionario de Acción Humanitaria y 
Cooperación al Desarrollo. Disponible en http://bit.ly/2fbUT0S
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generalizado de la tortura en México se debe, en gran 
parte, a que se le ha dado gran preponderancia a la 
prueba testimonial en vez de a la prueba científica, 
en parte por la incapacidad del Ministerio Público 
para investigar. Así, la tortura se utiliza para coaccio-
nar a personas detenidas con el fin de obtener decla-
raciones que muchas veces resultan falsas. Aunque 
en los últimos años la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (scjn) y algunos otros tribunales han 
avanzado en el desarrollo de la obligación de excluir 
estas pruebas ilícitas, retomando estándares interna-
cionales y sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (cidh) en casos mexicanos, estos 
ejemplos no reflejan la regla general en los procesos 
penales y la legislación en la materia era sumamente 
limitada. Ahora, la ley general establece que serán 
excluidas o declaradas nulas todas las pruebas obte-
nidas directa o indirectamente a través de actos de 
tortura y otras violaciones a derechos humanos, con 
lo que se espera que los agentes investigadores se 
vean impelidos a esclarecer plenamente los casos y 
contrastar las declaraciones con otras pruebas para 
validarlas o rechazarlas. 

Como consecuencia de esta disposición, la autori-
dad judicial deberá excluir tales pruebas en cualquier 
momento al advertir su ilicitud. Adicionalmente, las 
partes pueden solicitar la exclusión y –de manera 
crucial– el Ministerio Público tendrá la carga de la 
prueba para demostrar que el elemento probatorio 
fue obtenido lícitamente. Al reconocer este estándar 
internacional, la ley da un paso imprescindible para 
superar el actual círculo vicioso en el que se encuen-
tran las víctimas de tortura que son procesadas injus-
tamente con base en pruebas falsas, a quienes las 
autoridades judiciales les suelen exigir que presen-
ten pruebas fehacientes o periciales que comprue-
ben que fueron torturadas, lo cual implica realizar 
diligencias a las que generalmente no tienen acceso.

En materia penal, la ley dispone la creación de un 
protocolo homologado de investigación y de fisca-
lías especializadas a nivel federal y en cada entidad 
federativa para investigar este delito. La ley recono-
ce que se deberá recabar toda prueba relevante para 
la documentación de la tortura y que a los peritajes 
independientes no se les puede descartar o restar 
valor probatorio con el argumento de que no fue-
ron realizados por autoridades del Estado mexicano, 
como ha sucedido frecuentemente hasta ahora.

Para prevenir la tortura, se establece –por pri-
mera vez en una ley– el Mecanismo Nacional de 
Prevención de la Tortura (mnpt), el cual operará desde 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
(cndh) y contará con un Comité Técnico integrado 
por cuatro personas independientes expertas en la 
prevención de la tortura. El mecanismo tiene facul-
tades amplias para realizar visitas sin aviso previo a 
cualquier lugar en donde pueda haber personas pri-
vadas de su libertad, con el fin de detectar prácticas 
de tortura o malos tratos.

Adicionalmente, la ley contempla la creación del 
primer Registro Nacional del Delito de Tortura (con 
información de las instituciones federales y estata-
les), así como un Programa Nacional para Prevenir y 
Sancionar la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, con participación inte-
rinstitucional.

La verdadera prueba

La nueva ley general en materia de tortura supera 
las fragmentadas y limitadas legislaciones ante-
riores e incorpora estándares internacionales en 
diversos rubros fundamentales, tales como la inves-
tigación de la tortura, la exclusión de las pruebas 
ilícitas y la prevención.

No obstante, la experiencia ha demostrado que 
incluso una ley de avanzada por sí sola no basta para 
cambiar la realidad: es necesaria su plena implemen-
tación. En ese sentido, la ley establece en sus artículos 
transitorios plazos de 90 a 270 días para que todas las 
instituciones cuenten con la infraestructura y proce-
dimientos adecuados para cumplir con ella. 

Así, la verdadera prueba de la voluntad y capaci-
dad del Estado para erradicar la tortura será la actua-
ción de las instituciones de procuración de justicia, 
judiciales, de protección de los derechos humanos y 
otras, para cumplir con la letra y espíritu del nuevo 
marco normativo. La estricta vigilancia de la socie-
dad civil será, como hasta ahora, lo que empuje a un 
viejo sistema judicial lleno de inercias hacia el cum-
plimiento de las obligaciones estatales en la materia.

En el Centro Prodh sabemos que el marco jurídico 
por sí sólo no transforma la realidad; sin embargo, esta 
ley brinda mayores herramientas para las víctimas y 
podría ser una plataforma para transformar las prácti-
cas y los vicios institucionales que la propician.
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En febrero de 2017, en su informe de seguimiento sobre la implementación 
de las recomendaciones hechas a México, el Relator Especial de la onu sobre 
la tortura, Juan E. Méndez, lamentó concluir que esta práctica sigue siendo 
generalizada. Señaló también que la tortura incluye en alarmantes ocasiones 
el uso de la violencia sexual. Con un estudio a distintos casos, hemos 
comenzado a desentrañar el modo en que esto sucede en el caso específico 
de las mujeres.

Tortura sexual: el patrón 
utilizado para infundir terror

La campaña nacional Rompiendo el Silencio 
Todas Juntas contra la Tortura Sexual, iniciada en 
mayo de 2014 por las mujeres sobrevivientes de tor-
tura sexual en Atenco y organizaciones de la socie-
dad civil, ha agrupado a más de 22 mujeres cuyas 
historias dan cuenta del uso de la tortura sexual 
como una herramienta para la fabricación de delitos 
y de presuntas responsables y como forma represiva 
y de control social.

En junio de 2016, Amnistía Internacional publi-
có el informe Sobrevivir a la muerte. Tortura de 
mujeres por policías y fuerzas armadas en México. 
A partir de la entrevista y análisis de la informa-
ción obtenida de 100 mujeres que alegaron tortu-
ra y otras formas de violencia durante el arresto y 
el interrogatorio, se desprende que 72 reportaron 
violencia sexual a manos de agentes estatales y 33 
denunciaron haber sido violadas.

| 11DEFONDHO
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Los casos y las investigaciones hasta hoy publica-
das demuestran que, si la tortura en nuestro país es 
generalizada, en el caso de las mujeres presenta una 
clara predisposición al uso de la violencia sexual en 
su contra. La realidad, como siempre, resulta ser más 
aterradora de lo que evidencian los números.

Durante 2017, el Centro Prodh se dio a la tarea 
de identificar con mayor profundidad los patro-
nes de tortura sexual contra mujeres detenidas y 
los impactos de esta práctica en el proceso penal, 
a partir de una selección de 28 casos en que las 
mujeres alegaron la sexualización de la tortura. Las 
entrevistas a profundidad y la documentación de 
sus procesos penales servirán de muestra para este 
esbozo de patrones.

Previamente, conviene compartir un desarrollo 
preliminar sobre el concepto y sus categorías.

Reconociendo el grado de cosificación y sexuali-
zación del cuerpo femenino, hemos utilizado el con-
cepto de “zona sexualizada” como aquellas partes 
de la anatomía femenina que están profundamente 
relacionadas con conductas y prácticas sociales y 
culturales asociadas a la intimidad y a la búsqueda 
del placer sexual –y que resultan ser el objetivo prin-
cipal de la tortura sexual. El concepto incluye la parte 
superior, que comprende los pechos y el seno; y la 
inferior, que involucra los genitales –vulva y vagina– 
y las nalgas.

La tortura sexual incluye una serie de actos que, 
para efectos de este primer acercamiento, hemos 
agrupado en categorías tomadas a partir de una 
lectura crítica del Código Penal Federal y la expe-
riencia que nos han dejado los testimonios; por 
lo que se dividen en: i) actos que constituyen vio-
lación; ii) actos que constituyen abuso sexual; iii) 
actos violentos cometidos directamente en zonas 
sexualizadas; iv) amenaza de cometer actos sexua-

les; v) violencia verbal con contenido sexual y vi) 
hostigamiento sexual.

Concentrándonos en la categoría de actos que 
constituyen violación, podemos afirmar que ésta es 
la herramienta principal de los perpetradores cuan-
do tienen bajo su custodia a una mujer. Esta forma 
de tortura sexual comprende actos consistentes en 
la introducción de cualquier parte del cuerpo y/o 
cualquier objeto, por vía vaginal, anal y/u oral. En los 
casos documentados a lo largo de los últimos años, 
hemos encontrado numerosos casos de violación, 
principalmente con armas de fuego, tubos o palos, 
llaves, dedos y pene, entre otros.

Del mismo modo, las amenazas de cometer 
dichos actos son potentes mecanismos de poder den-
tro de esta expresión de violencia sexual; frecuen-
temente se acompañan de tocamientos en zonas 
sexualizadas y/o de violencia verbal. Desde luego, 
las circunstancias de exposición a la amenaza hacen 
creer a las mujeres que serán violadas por los milita-
res, marinos o agentes policiales que las tienen bajo 
su absoluto control.

De las entrevistas a profundidad con estas 
mujeres, hemos encontrado que la violación está 
presente en 27 casos: en 12 se empleó la amena-
za de cometer ese acto, en 3 estaba por consumar-
se, pero el o los agentes fueron interrumpidos; en 
otros 12 se consumó, de estos, en 9 casos se cometió 
de forma tumultuaria.

La violación tumultuaria implica que interven-
gan dos o más personas1. Esto demuestra, una vez 

1. Hay poco desarrollo jurisprudencial. Sin embargo, es de utilidad 
la Tesis No. 1006269, del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 
Circuito, de abril de 1993, correspondiente a la Octava Época; y de 
rubro: violación tumultuaria. responsabilidad de todos 
los participantes.

Si la tortura en nuestro país es 
generalizada, en el caso de las mujeres 

presenta una clara predisposición al 
uso de la violencia sexual en su contra.
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más, que la violación no es un acto individual o ais-
lado, sino que el aparato estatal se organiza para ser 
partícipe y/o encubridor. 

En el caso de una víctima que tenía 4 meses de 
embarazo al momento de su detención en Ciudad 
Victoria, Tamaulipas, el 8 de junio de 2014, refi-
rió que 3 elementos pertenecientes a la Policía de 
Investigación Acreditable la violaron sucesivamen-
te; 2 de ellos la humillaron utilizando como “preser-
vativo” una envoltura de galletas. Después de estos 
actos, la dejaron tirada en el piso, con un dolor que 
ella describe como “inmenso” y abundante sangra-
do. Después llegaron policías femeninas, quienes la 
hicieron incorporarse a base de cachetadas e insul-
tos y se burlaron de su estado emocional, pues esta-
ba llorando por el hecho de haber sido violada y la 
preocupación por el sangrado. Ellas mismas la suje-
taron del cabello y se lo cortaron y quemaron.

En otros casos, la violación tumultuaria se ha 
cometido frente a sus familiares y/o en presencia 
de otras mujeres. De esta manera, quienes son testi-
gos de estos hechos atroces se convierten a su vez en 
sobrevivientes de tortura sexual, pues dentro de las 
formas de abuso se encuentra el obligar a la víctima 
a observar un acto de esta naturaleza.

Por otra parte, ligados a la violación, aunque 
de manera más distante, se encuentran los toca-
mientos, ya sean suaves o con presión intensa, 
frotamientos, roces, “caricias”, pellizcos, rasguños, 
mordidas, besos, succión u otros, en pechos, geni-
tales y/o nalgas; o bien, tocamientos en zonas no 
sexualizadas pero acompañados de lenguaje lascivo.

Ésta es la más común de las prácticas y frecuen-
temente genera miedo a ser víctimas de violación; 
por ejemplo, cuando refieren: “tenía miedo que 
fuera a hacer algo más que tocarme”. Esta frase ape-
nas ejemplifica la angustia de estar en las circuns-
tancias propicias para que otro acto de expresión de 
poder se cometa; además, con total impunidad.

Finalmente, como parte de la documentación 
hemos encontrado en sus procesos penales que 
casi todas estas mujeres llevan varios años en  
prisión, acusadas de los delitos de delincuencia 
organizada y/o secuestro y se encuentran en una 
lucha permanente por recabar elementos que pue-
dan anular las pruebas ilícitas que las mantienen 
lejos de sus hijos e hijas, de sus familias y de su 
proyecto de vida.

| 13DEFONDHO
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El uso de la tortura en México se ampara, 
entre otros factores, en la falta de imparcialidad de 
las y los funcionarios a cargo de su investigación. Por 
un lado, si bien toda persona detenida es revisada 
por un médico legista con el fin de certificar si pre-
senta lesiones, dichas revisiones suelen ser no sólo 
inadecuadas para detectar tortura, sino también 
carentes de objetividad. Al respecto, en 2011 Human 
Rights Watch encontró: 

[Un] problema es la falta de independencia estruc-

tural de los peritos médicos. Al estar dentro de la 

estructura del Ministerio Público y subordinados 

jerárquicamente a la autoridad de los Procuradores 

Generales de Justicia, son vulnerables a presiones 

por parte de los investigadores, quienes pueden 

coaccionarlos para que atenúen en sus informes la 

gravedad de las lesiones observadas.1

El Subcomité para la Prevención de la Tortura 
documentó en su visita a México en 2008, a partir de 
entrevistas con médicos legistas, halló que:

E)n muchas ocasiones los partes médicos no refle-

jaban la verdad de los hallazgos encontrados al 

examinar a los pacientes. Estas personas explica-

ron a los miembros de la delegación cómo era una 

práctica frecuente el tener que cambiar los partes 

médicos por órdenes expresas del personal a cargo 

de la Procuraduría.2

Frecuentemente no se realizan peritajes especiali-
zados bajo los criterios del Protocolo de Estambul 

–el cual contiene las directrices internacionales para 
guiar la investigación y documentación de la tortu-
ra, incluyendo documentación de secuelas físicas y 
psicológicas–, o tardan meses o años en aplicarse. 

Independencia y 
profesionalismo, indispensables 
para documentar la tortura

1. Human Rights Watch. Ni Seguridad, Ni Derechos: Ejecuciones, 
desapariciones y tortura en la “guerra contra el narcotráfico” de 
México. Págs. 48-50. Disponible en http://bit.ly/2negU0L

2. onu, Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Informe sobre la visita a 
México. Párr. 91. Disponible en http://bit.ly/2yWCbD2

14 | DEFONDHO
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En la práctica, la revisión médica no ha consti-
tuido una garantía efectiva durante la detención. 
Por ejemplo, se han documentado casos en los que 
se han hallado en sucesivos informes nuevas lesio-
nes sin que ello haya llevado a que se investigue lo 
sucedido. En el caso de las entrevistas psicológicas 
de las personas detenidas, no se evalúa el impacto 
psicológico de las alegaciones de tortura ni siquiera 
cuando se hacne de forma espontánea, aunque sí se 
profundiza de forma exhaustiva sobre la infancia, 
relaciones familiares, conflictos personales, etcé-
tera, además de indagar sobre los hechos que se le 
imputan. Se han documentado casos donde estas 
entrevistas se difunden después en los medios de 
comunicación para reforzar la percepción social de 
que la persona detenida es culpable de un delito.

Las valoraciones sobre la integridad física de una 
persona detenida deben ser realizadas por profesio-
nales en la salud física y psicológica que ejerciten 
una función de control con garantías de indepen-
dencia e imparcialidad. La independencia de los 
servicios médicos, así como su profesionalidad, son 
garantías necesarias para que cumplan su papel. 
Quien debe certificar las condiciones de salud físi-
ca y psicológica debe ser un profesional de la salud 
ajeno a las labores vinculadas con la privación de  
la libertad.

Ante lo anterior, el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos5 y la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos6, 
entre otros, han recomendado al Estado la crea-
ción de un Instituto Nacional Forense. Es impres-
cindible la creación de tal Instituto, y que las y los 
peritos del mismo respondan a solicitudes tanto 
del Ministerio Público como de las defensorías, las 
víctimas y las autoridades judiciales, brindando sus 
servicios sin costo para examinar a las personas 
denunciantes de tortura. Pero no sólo eso: también 
debe permitirse a peritos independientes realizar 
estos exámenes de acuerdo a los más altos están-
dares en la materia.

El Relator Especial de la onu sobre la tortura docu-
mentó en su visita oficial en 2014:

[…] importantes deficiencias en la aplicación del 

Protocolo, tanto respecto a la práctica de los exá-

menes médicos, como a la interpretación y utiliza-

ción de sus resultados. […] 

La aplicación del Protocolo suele ser tardía, 

incompleta, y realizada por personal no capacita-

do. Por ser tardía, las alegaciones de la víctima de 

tortura suelen contrastarse con informes médi-

cos realizados al comienzo de la detención... Estos 

primeros informes médicos, sin embargo, cuando 

existen, suelen ser deficientes o realizados por per-

sonal del mismo cuerpo acusado de cometer o tole-

rar la tortura.3

Respecto a las demoras en la aplicación del examen, 
Amnistía Internacional sostuvo que:

[V]arios abogados defensores, denunciantes de tor-

tura y familiares dijeron a Amnistía Internacional 

que cuando pidieron la solicitud de examen foren-

se oficial de la pgr les habían dicho que la lista de 

espera era de “más de 3 000” o que “no pueden rea-

lizar ningún examen hasta 2020”.4

Aunque los exámenes médicos de las investigacio-
nes adelantadas por la pgr dicen seguir los linea-
mientos del Protocolo de Estambul, esto es falso.  
Los exámenes médicos son más informes de lesio-
nes que informes médico forenses que analicen los 
hallazgos y sus posibles causas. Se limitan a seña-
lar los días de evolución de las lesiones y no tienen 
en cuenta su posible origen ni el relato del detenido. 
Los formatos son alarmantemente pobres. Las y los 
peritos que llevan a cabo dichos peritajes, igual que 
los médicos legistas que certifican lesiones, carecen 
de independencia al pertenecer a las procuradurías 
(federal o estatales), que en numerosos casos están 
acusando penalmente a las personas denunciantes.

3. onu. Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes, Juan Méndez–Adición: 
Misión a México. Párr. 39-40. Disponible en http://bit.ly/2gTfR2T

4. Amnistía Internacional. Sobrevivir a la muerte: Tortura de 
mujeres por policías y fuerzas armadas en México. Pág. 45. 
Disponible en http://bit.ly/292ApoP

5. onu. Recomendaciones a México del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Recomendación 6. 
Disponible en http://bit.ly/2yAneW1

6. cidh. Situación de derechos humanos en México. Párr. 234 (reco-
mendación 24). Disponible en http://bit.ly/2suvB2Q
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En 2017, la misma relatoría, ahora a cargo de 
Nils Melzer, publicó su informe de seguimiento a la 
misión a México1, encontrando nuevamente que la 
tortura es generalizada en el territorio nacional:

A dos años de su visita lamenta informar que la 

situación no ha cambiado. 

El Relator ha hecho especial énfasis en la práctica de 
tortura sexual:

[… ]lo cual lamentablemente no difiere de lo regis-

trado en el reporte anterior. El Relator expresa 

su preocupación respecto del uso de la violencia 

sexual en forma alarmante en las investigaciones.

Por otra parte, el informe de seguimiento expre-
sa la preocupación de esa relatoría sobre la actual 
propuesta de una Ley de Seguridad Interior que 
pretendiera normalizar la participación de las 
Fuerzas Armadas en tareas de seguridad pública, 
señalando que:

[…] las labores de seguridad deben estar en manos 

de fuerzas de seguridad de naturaleza civil y no 

militar.

En 2014, la Relatoría Especial de las Naciones Unidas sobre la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes realizó una visita oficial a México, 
encontrando que la tortura era una práctica generalizada, conclusión que provocó 
el disgusto del gobierno e inclusive afirmaciones de parte de algunos funcionarios 
en el sentido de que el entonces Relator, Juan Méndez, no estaba siendo justo.

Uno de los temas en los que donde el relator obser-
vó un patrón desalentador es en el combate a la 
impunidad por delitos de tortura. En el momento de 
redacción del informe, indicó:

[…] la Unidad Especializada en Investigación del 

Delito de Tortura [de la pgr] cuenta con 4 715 expe-

dientes de averiguaciones previas, de las cuales 

únicamente se han emitido 19 órdenes de aprehen-

sión y sólo cinco se han cumplimentado.

En resumen:

[…] no se observan investigaciones imparciales e 

independientes [por tortura].

A tres años de la visita oficial del entonces Relator 
Juan Méndez, se comprueba que la manera de 
mejorar el diagnóstico de la situación de tortura en 
México no es atacando al mensajero, sino abordan-
do con seriedad los problemas identificados y cum-
pliendo las recomendaciones en la materia. Sólo así 
podemos esperar que futuros informes internacio-
nales expongan un panorama más positivo y –más 
importante– sólo así veremos una transformación 
en la realidad que se vive en el país.

La tortura,
todavía generalizada en México: 

informe de seguimiento de la ONU

1. Disponible en http://bit.ly/2hQfsh0
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